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tren en el territorio de Canarias que formen parte del
patrimonio histórico de Canarias y estén inscritos en el
Registro Canario de Bienes de Interés Cultural o incluidos
en el Inventario de Bienes Muebles a que se refiere la
Ley 4/1999, de 15 de marzo, de Patrimonio Histórico
de Canarias; asimismo, cuando se trate de edificios cata-
logados formando parte de un conjunto histórico de
Canarias será preciso que esas donaciones se realicen
a favor de cualquiera de las siguientes entidades:

a) Las administraciones públicas, así como las enti-
dades e instituciones dependientes de las mismas.

b) La Iglesia católica y las iglesias, confesiones o
comunidades religiosas que tengan acuerdos de coope-
ración con el Estado español.

c) Las fundaciones o asociaciones que, reuniendo
los requisitos establecidos en el Título II de la Ley
30/1994, de 24 de noviembre, de fundaciones y de
incentivos fiscales a la participación privada en activi-
dades de interés general, incluyan entre sus fines espe-
cíficos, la reparación, conservación o restauración del
patrimonio histórico.

3. Por cantidades destinadas a restauración, reha-
bilitación o reparación: el diez por ciento de las can-
tidades destinadas por los titulares de bienes inmuebles
ubicados en el territorio de Canarias a la restauración,
rehabilitación o reparación de los mismos, con el límite
del diez por ciento de la cuota íntegra autonómica, y
siempre que concurran las siguientes condiciones:

a) Que estén inscritos en el Registro Canario de Bie-
nes de Interés Cultural o afectados por la declaración
de Bien de Interés Cultural, siendo necesario, en este
caso, que los inmuebles reúnan las condiciones que
reglamentariamente se determinen.

b) Que las obras de restauración, rehabilitación o
reparación hayan sido autorizadas por el órgano com-
petente de la Comunidad Autónoma o, en su caso, por
el cabildo insular o ayuntamiento correspondiente.

4. Por gastos de estudios: por cada descendiente
soltero menor de veinticinco años, que dependa eco-
nómicamente del contribuyente y que curse estudios
universitarios o de ciclo formativo de tercer grado de
Formación Profesional de grado superior fuera de la isla
en la que se encuentre la residencia habitual del con-
tribuyente, éste podrá deducir las cantidades siguientes:

a) 600 euros por cada descendiente que curse estu-
dios universitarios o de ciclo formativo de tercer grado
de Formación Profesional de grado superior fuera de
las Islas Canarias;

b) 300 euros por cada descendiente que curse estu-
dios universitarios o de ciclo formativo de tercer grado
de Formación Profesional de grado superior dentro de
las Islas Canarias.

La deducción, que se aplicará en la declaración corres-
pondiente al ejercicio en que se inicie el curso acadé-
mico, tendrá como límite el 40 por ciento de la cuota
íntegra autonómica. Se asimilan a descendientes aque-
llas personas vinculadas con el contribuyente por razón
de tutela o acogimiento, en los términos previstos en
la legislación vigente.

Esta deducción no se aplicará cuando concurra cual-
quiera de los siguientes supuestos:

a) cuando los estudios no abarquen un curso aca-
démico completo;

b) cuando en la isla de residencia del contribuyente
exista oferta educativa pública, diferente de la virtual
o a distancia, para la realización de los estudios que
determinen el traslado a otro lugar para ser cursados;

c) cuando el contribuyente haya obtenido rentas en
el ejercicio en que se origina el derecho a la deducción,

por importe de 60.000 euros, o bien 80.000 euros en
tributación conjunta, incluidas las exentas; y

d) cuando el descendiente que origina el derecho
a la deducción haya obtenido rentas en el ejercicio por
importe superior a 6.000 euros, incluidas las exentas.

Cuando varios contribuyentes tengan distinto grado
de parentesco con quien curse los estudios que originan
el derecho a la deducción, solamente podrán practicar
la deducción los de grado más cercano.

Cuando dos o más contribuyentes tengan derecho
a esta deducción y no opten o no puedan optar por
la tributación conjunta, la deducción se prorrateará entre
ellos.

La determinación de las circunstancias personales y
familiares que deban tenerse en cuenta para la aplicación
de esta deducción se realizará atendiendo a la situación
existente en la fecha del devengo.

5. Las deducciones previstas en este artículo no
podrán, en ningún caso, superar el importe de la cuota
íntegra autonómica.

Artículo 3.

La aplicación por el contribuyente de las deducciones
previstas en los apartados 1 y 2 del artículo 2 de esta
Ley exigirá el cumplimiento de los requisitos siguientes:

a) Obtener de la entidad donataria certificación en
la que figure el número de identificación fiscal del donan-
te y de la entidad donataria, importe y fecha del donativo.

b) Constar en la certificación señalada en la letra
anterior la mención expresa de que la donación se haya
efectuado de manera irrevocable y de que la misma se
ha aceptado. La revocación de la donación determinará
la obligación de ingresar las cuotas correspondientes
a los beneficios disfrutados en el período impositivo del
ejercicio en el que dicha revocación se produzca, sin
perjuicio de los intereses de demora que procedan.

Disposición final.

La presente Ley entrará en vigor el 1 de enero del
año 2003.

Por tanto, mando a los ciudadanos y a las autoridades
que la cumplan y la hagan cumplir.

Santa Cruz de Tenerife, 21 de noviembre de 2002.

ROMÁN RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de Canarias» número 157,
de 27 de noviembre de 2002)

24642 LEY 11/ 2002, de 21 de noviembre, de modi-
ficación de la Ley 4/1999, de 15 de marzo,
de Patrimonio Histórico de Canarias.

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento
de Canarias ha aprobado y yo, en nombre del Rey y
de acuerdo con lo que establece el artículo 12.8 del
Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la publica-
ción de la Ley 11/2002, de 21 de noviembre, de modi-
ficación de la Ley 4/1999, de 15 de marzo, de Patri-
monio Histórico de Canarias.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Atendiendo a la realidad de los expedientes suscep-
tibles de incoación de expediente sancionador, y obser-
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vándose que la comisión de una infracción administra-
tiva, la mayoría de las veces, obedece a la comisión
de una infracción administrativa grave tipificada en el
artículo 96.2 de la Ley 4/1999, de 15 de marzo, de
Patrimonio Histórico de Canarias, a la cual le corresponde
la imposición de una sanción con multa desde un millón
una pesetas hasta veinticinco millones de pesetas, según
establece el artículo 99 de la referida ley, tal como es
la relativa a no contar con autorización administrativa
o cambio en la ejecución de la misma, se considera
precisa una modificación de las cuantías objeto de multa,
así como una precisión en la tipificación de la infracción
relativa a realizar obras sin autorización administrativa,
cuando las mismas sean las estrictas de conservación
a las que se refiere el artículo 46 a) de la citada ley.

Artículo único.

1. La letra e) del apartado 2 del artículo 96 de la
Ley 4/1999, de 15 de marzo, de Patrimonio Histórico
de Canarias, queda redactada en los siguientes términos:

«e) Realizar sin autorización o incumpliendo las con-
diciones de su otorgamiento, cualquier clase de obra
o intervención sobre bienes muebles o inmuebles que,
según esta ley, requiera previa autorización administra-
tiva, salvo las estrictas actuaciones urgentes previstas
en el artículo 46 a) de esta ley. A estos efectos se soli-
citará la preceptiva autorización al cabildo insular corres-
pondiente, al objeto de que en el plazo de setenta y
dos horas se persone el técnico insular competente en
el lugar donde esté ubicado el bien y autorice provi-
sionalmente la realización de dichas obras urgentes.

En el caso de que el técnico insular no se persone
en dicho plazo, se entenderá concedida la autorización

de las obras con carácter provisional, sin perjuicio de
su revisión posterior por parte del cabildo insular corres-
pondiente.»

2. El apartado 1 del artículo 99 de la Ley 4/1999,
de 15 de marzo, de Patrimonio Histórico de Canarias,
queda redactado en los siguientes términos:

«1. Las infracciones cuyos daños puedan ser eva-
luados económicamente serán sancionadas con multa
del tanto al cuádruple del valor del daño causado. En
caso contrario se sancionarán con arreglo a la siguiente
escala:

a) Las infracciones leves, con multas de hasta tres
mil euros.

b) Las graves, con multa desde tres mil un euros
hasta ciento cincuenta mil euros.

c) Las muy graves, con multas desde ciento cin-
cuenta mil un euros hasta seiscientos mil euros.»

Disposición final.

La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de
su publicación en el «Boletín Oficial de Canarias».

Por tanto, mando a los ciudadanos y a las autoridades
que la cumplan y la hagan cumplir.

Santa Cruz de Tenerife, 21 de noviembre de 2002.

ROMÁN RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de Canarias» número 157, de 27
de noviembre de 2002)


